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CONTRIBUCIÓN A LA “CONVOCATORIA A CONTRIBUCIONES SOBRE LOS DERECHOS CULTURALES Y EL DESARROLLO SOSTENIBLE”
Por Isabel Vilaseca, investigadora asociada del Centro de Estudios de Derecho Ambiental de Tarragona (CEDAT), en representación de la Fundació Josep Irla
1- Según usted, ¿a qué debe aspirar el "desarrollo"?
Democracia ambiental: ¿desarrollo o alternativa al desarrollo?
Parto esta contribución con una crítica a la noción hegemónica de desarrollo como narrativa para vehicular las aspiraciones humanas de bienestar y con la propuesta de remplazarla por las nociones de justicia y democracia ambiental, alineadas con las teorías postdesarrollistas, decrecentistas, ecofeministas y el Buen vivir, las cuales no postulan tanto un modelo alternativo de desarrollo como una alternativa -o renuncia- al desarrollo
. 
A mi juicio, las narrativas desarrollistas, tradicionalmente sostenidas sobre procesos metabólicos depredadores orientados a la satisfacción de “necesidades” humanas crecientes –incluido el desarrollo sostenible-, han dejado de ser adecuadas (si es que alguna vez lo fueron) para encarar los retos sociales y ambientales de nuestra era, ante el progresivo agotamiento de los recursos planetarios y el avance vertiginoso de la crisis climática. Y han dejado de serlo no solo porque no han satisfecho las expectativas de igualdad y justicia prometidas, sino porque ni proponen cambios suficientemente radicales para frenar el proceso de degradación de los recursos naturales, ni tienen en cuenta que la crisis ambiental es ya una catástrofe silenciosa que está destruyendo vidas humanas, de una forma, además, radicalmente inequitativa, como ponía de manifiesto, en 2019, el relator especial de Naciones Unidas sobre extrema pobreza y derechos humanos, Philip Alston, al acuñar el concepto de “apartheid climático”.  
Este punto de partida ya no es exclusivo de los movimientos sociales altermundistas ni de las corrientes de pensamiento crítico. Figuras de calado como Dennis Meadows, con gran influencia histórica en la construcción de la noción de desarrollo sostenible, defienden actualmente abandonar el horizonte de la sostenibilidad y remplazarlo por la noción de resiliencia ante las cada vez más palpables manifestaciones de colapso civilizatorio (Gambino, 2012).  
Un nuevo sistema de valores y aspiraciones sociales: decrecimiento, democracia y pluralismo
A mi entender, articular el bienestar humano a través de las nociones de justicia y democracia ambiental pasa por poner en cuarentena categorías fundamentales de las teorías tradicionales del desarrollo como la idea de riqueza, crecimiento económico, tecno-cientifismo, productivismo o progreso lineal, para poner en el centro conceptos y preocupaciones como la reproducción de la vida, los cuidados, la ecología o diálogo de saberes, el decrecimiento o la escala humana como espacio de articulación de la vida social y política.  

Sobre la noción de decrecimiento, diferente a la desmaterialización de la producción, es preciso recordar, como premisa, las palabras de Serge Latouche: “optar por el decrecimiento no es lo mismo que sufrir un decrecimiento. El proyecto de una sociedad del decrecimiento es radicalmente diferente al crecimiento negativo […]. [E]s comparable a una cura de adelgazamiento realizada voluntariamente para mejorar nuestro bienestar personal cuando el hiperconsumismo nos amenaza con la obesidad” (Di Donato, 2019). 

LEFF (2008) ha entendido el decrecimiento como un proceso de deconstrucción de la racionalidad económica dominante, que no debe se confundida con la abstinencia de algunos consumidores responsables, la desconexión absoluta de la economía (“un saltar del tren en marcha”) o un mero rechazo ético o intelectual al productivismo y mercantilismo. Se trata de un proceso social colectivo ya en marcha liderado por la ciudadanía del norte y el sur global que se teje sobre un ejercicio consciente y continuado de revisión de las necesidades humanas y una búsqueda creativa de procesos productivos alternativos, creadores de procomunes, socialmente equitativos, ajustados a los límites planetarios, conforme a la idea de mesura y cuidado, y acotados en la medida de lo posible a ámbitos geográficos locales o regionales. Es una apuesta por la autolimitación desde el autogobierno y la democracia radical, que antes de pasar a la máxima del “producir mejor y más eficiente”, pone en el punto de partida el debate sobre la demanda, haciendo hincapié en el control ciudadano de los procesos productivos y los bienes naturales, sobre todo de aquellos más escasos.     
En Catalunya, estos procesos y experiencias comunitarias de transición ecosocial vienen configurando lo que se conoce como economía social y solidaria,
 que pese a tejerse en las márgenes del sistema económico dominante, experimenta una creciente expansión. Consiste en una amplia red de entidades embarcadas en actividades, urbanas y rurales, conectadas entre sí, para la satisfacción de todo tipo de necesidades productivas y reproductivas (alimentarias, energéticas, educativas, tecnológicas, digitales, etc.) 
Si bien el decrecimiento a través de la creación de bienes comunes es una propuesta que parte de la ciudadanía, hay margen para que las instituciones públicas, sobre todo las de ámbito local y regional, pese a su dependencia metabólica del crecimiento económico, se hagan suyas estas propuestas. Las instituciones tienen potencial para impulsar la expansión de estas otras economías, mediante marcos reguladores o ayudas económicas y técnicas. Tienen margen, por otro lado, para promover políticas públicas (por ejemplo, energéticas o hídricas) que, con un enfoque integral, cuestionen el estado actual de las demandas de bienes escasos, problematicen los excesos de consumo, establezcan cuotas o límites a la concentración de riqueza, apuesten por las soluciones basadas en la naturaleza o las tecnologías de escala humana controladas por alianzas público-comunitarias. 
La noción ecología de saberes, acuñada por De Sousa Santos (2010), comprende el conjunto de acciones del “encuentro mutuo y del diálogo recíproco que sustenta la fertilización y la transformación recíprocas entre saberes, culturas y prácticas que luchan contra la opresión”. En este sentido, es especialmente necesario reconocer el valor de las culturas ancestrales, en cuanto poseedoras de un sistema único de información en relación con una determinada interpretación del ambiente y como reservas de herramientas relevantes para dar respuesta a algunas de las problemáticas ambientales globales más preocupantes. Este reconocimiento debe ser real y efectivo a través de instrumentos normativos fuertes que eviten la folclorización y aislamiento de estas expresiones culturales. Y para que la tradición ancestral no quede relegada a mera expresión folclórica, seguramente el pluralismo cultural deba plantearse como pluralismo económico.   
Transformaciones estructurales en las relaciones Norte-Sur 
El modelo de desarrollo de las sociedades del norte global (incluida la versión domesticada del desarrollo sostenible) se sostiene sobre un sistema de comercio internacional que promueve la división internacional del trabajo, generando grandes inequidades en la distribución de las cargas y beneficios del metabolismo social global. El movimiento de justicia global aborda la crisis ambiental a partir de la observación de que la concentración de beneficios del capitalismo mundial, en el norte global y en determinadas elites, se sostiene sobre una serie de dinámicas a través de las cuales los pasivos ambientales y sociales son trasladados territorialmente al sur global y, en particular, a las poblaciones más vulnerables.   


Desde una perspectiva transformadora, es tan prioritario transferir recursos económicos y tecnológicos del norte al sur global, como dar apoyo a iniciativas de conservación de la naturaleza tan rompedoras como la iniciativa Yasuní-ITT, a través de la cual Ecuador se comprometió sin éxito a mantener indefinidamente bajo tierra las reservas petroleras del campo Ishpingo-Tambococha- Tiputini (ITT) en el Parque Nacional Yasuní, a cambio de que la comunidad internacional se comprometiese a aportar una contribución equivalente al menos a la mitad de las utilidades que recibiría el Estado ecuatoriano, en el caso de extraer el petróleo de este espacio natural. La fracasada iniciativa representaba evidente cambio de paradigma en la valorización de la naturaleza: naturaleza susceptible de ser convertida en recursos susceptibles de incorporación a los procesos de reproducción y acumulación del capital, dejaba de ser valorada por esa función y pasaba a serlo por ofrecer un servicio ambiental al conjunto de la humanidad.
Igual de importante es poner freno a la vulneración de derechos humanos y la búsqueda de bajos estándares ambientales y sociales como motor de los movimientos internacionales de las empresas transnacionales. Para ello es preciso resaltar una amplia variedad de mecanismos que, en los últimos tiempos, vienen siendo impulsados desde la sociedad civil del norte global, a veces acogidos por los poderes públicos, orientados a fiscalizar los impactos dañinos de las empresas nacionales en los países del sur global. Ejemplos de ello son la llamada ley de esclavitud moderna del Reino Unido o la propuesta de ley de creación del Centro Catalán de Empresa y Derechos Humanos, actualmente en tramites parlamentarios.

5. ¿Existen procesos participativos que influyan e informen la definición y evaluación de las políticas de desarrollo (sostenible)? En caso afirmativo, ¿cómo?
En Catalunya los procesos participativos con influencia en las políticas de desarrollo se rigen principalmente por la Ley 27/2006 de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, norma estatal con la que el Estado español dio cumplimiento a los compromisos asumidos en el Convenio de Aarhus.

Esta norma propone un esquema de democracia participativa acoplado a las estructuras de las democracias liberales. Este modelo se concreta principalmente en el reconocimiento de los derechos de acceso a la información ambiental y de participación en diferentes fases de las decisiones públicas (principalmente administrativas y gubernamentales) sobre determinadas materias ambientales listadas en la ley, mediante uno o varios trámites de audiencia en los que se permite a las partes interesadas, entre ellas las organizaciones de protección del ambiente, presentar alegaciones.     

Adicionalmente, se prevé en esta norma un instrumento de participación orgánica permanente, conocido como el Consejo Asesor del Medio Ambiente (CAMA), de composición eminentemente corporativista, en el que participan diferentes grupos de interés: organizaciones empresariales, organizaciones profesionales agrarias y pesqueras, sindicatos, organizaciones de consumidores y cinco de las organizaciones no gubernamentales ambientalistas más representativas del Estado. La función de este órgano, en teoría convocado regularmente –no así a la práctica–, es informar al Gobierno sobre sus políticas ambientales o incluso instarle a adoptar determinadas políticas.   

Si bien los derechos participativos reconocidos en la Ley 27/2006 han sido formulados en abstracto y se limitan a fijar estándares de mínimos, dejando cierto margen para la aplicación de mecanismos participativos más intensos o de corte deliberativo, lo cierto es que, por lo general, ha predominado un modelo participativo de corte liberal con marcadas tendencias corporativistas. 

A este modelo participativo podemos oponerle varias críticas:

En primer lugar, al tratarse de un mecanismo de democracia participativa, la ciudadanía no tiene el control final sobre las decisiones públicas. La norma solo obliga a tomar en consideración y ponderar las opiniones de los distintos grupos de interés. Por tanto, estos mecanismos no permiten neutralizar el poder de grandes grupos corporativos y ni impedir que las decisiones públicas acaben respondiendo a la influencia de estos. Por otro lado, en el constitucionalismo español, los mecanismos de democracia directa, que permitirían un mayor control ciudadano de las decisiones relacionadas con el desarrollo, tienen un papel muy residual y la facultad para convocarlos recae principalmente en el Gobierno central, lo que deja bastante desprotegidas a los entes territoriales de ámbito inferior o a la ciudadanía cuando están radicalmente disconformes con la aprobación de algún proyecto de desarrollo. Este fue el límite democrático con el que topó el Gobierno de las Islas Canarias en 2014, al  tratar de someter a votación popular la decisión del Gobierno central de realizar prospecciones de gas y petróleo en las costas canarias, tal y como se explica en el documento anexo a este escrito. 

En segundo lugar, el ámbito material de este régimen participativo, acotado a través de un listado de materias ambientales, es restringido y deja fuera decisiones que, aunque tal vez no tengan relación directa con el medio ambiente, pueden llegar a ser muy trascendentales para el modelo de desarrollo de un país (por ejemplo, decisiones relacionadas con la deuda pública o con la racionalización del sector público). 

En tercer lugar, la norma citada provee dotar de mecanismos participativos a los procesos de toma de decisiones del Ejecutivo (Gobierno y sobre todo Administración), pero deja desatendidas las instancias parlamentarias. Es cierto que el sistema constitucional español prevé algunos mecanismos de participación en las instituciones parlamentarias (las comparecencias o las iniciativas legislativa populares), pero, por lo general, el poder de incidencia en esas instancias se ejerce a través de canales informales. Por otro lado, no existe en el constitucionalismo español mecanismos ambiciosos de control parlamentario directo como el referéndum abrogativo o el referéndum de iniciativa ciudadana.               
Sin embargo, conviene reiterar que la ley estatal de participación ciudadana en materia de medio ambiente se limita a fijar estándares de mínimos, con lo que los poderes públicos de los diferentes niveles territoriales tienen un amplio margen para ampliar los espacios participativos. En el contexto catalán, en los últimos años ha podido notarse un mayor grado de incidencia de los movimientos sociales y de la ciudadanía en general en la definición de las políticas de desarrollo, a través  de la presión informal mediante acciones de calle o incidencia directa en actores políticos institucionales, así como a través de mecanismos participativos formales como las mesas de diálogo,
 el reconocimiento de derechos de acceso a la información más ambiciosos,
 el uso las iniciativas legislativas populares
 o los centros y observatorios de fiscalización permanente
.    
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�	 Para saber un poco más sobre la economía social i solidaria en Catalunya: https://economiasocialcatalunya.cat/


�	 Para saber más sobre esta ley: https://www.lafede.cat/ca/llum-verda-al-parlament-per-fer-realitat-el-centre-catala-dempresa-i-drets-humans/


�	 La � HYPERLINK "https://canviclimatic.gencat.cat/es/actualitat/noticies/Noticia/Taula-Social-CC" \n _top��Mesa de diálogo social del cambio climático� o la Mesa de diálogo sobre pobreza energética.   


�	 Por ejemplo, a través de la Ley 19/2014, de 29 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. Disponible en: � HYPERLINK "https://www.gencat.cat/governacio/pub/sum/secgral/Llei192014_transparenciaQL97.pdf" \n _top��https://www.gencat.cat/governacio/pub/sum/secgral/Llei192014_transparenciaQL97.pdf�


�	 Fue impulsada mediante iniciativa legislativa popular una ley catalana muy garantista sobre acceso a la vivienda y derecho a los servicios básicos: la Ley 24/2015, de 29 de julio, de medidas urgente para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la pobreza energética, disponible en: � HYPERLINK "https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=700006" \n _top��https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=700006�





�	 Por ejemplo, el citado Grupo Catalán de Empresa y Derechos Humanos, en proceso de creación y el Observatorio del Agua de Terrassa, un organismo encargado de fiscalizar el funcionamiento de la empresa pública gestora del suministro de agua en el municipio catalán de Terrassa. Para más información: � HYPERLINK "https://www.oat.cat/es/index/" \n _top��https://www.oat.cat/es/index/�


	 





